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“En atención a lo dispuesto en el artículo 73, segundo párrafo de la Ley de 
Amparo, en relación con la jurisprudencia P./J. 53/2014 (10a.) del Pleno de este 
Alto Tribunal, de rubro: PROYECTOS DE RESOLUCIÓN DE LA SUPREMA 
CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN Y DE LOS TRIBUNALES COLEGIADOS 
DE CIRCUITO. SÓLO DEBEN PUBLICARSE AQUELLOS EN LOS QUE SE 
ANALICE LA CONSTITUCIONALIDAD O LA CONVENCIONALIDAD DE UNA 
NORMA GENERAL, O BIEN, SE REALICE LA INTERPRETACIÓN DIRECTA 
DE UN PRECEPTO CONSTITUCIONAL O DE UN TRATADO INTERNACIONAL 
EN MATERIA DE DERECHOS HUMANOS, a continuación se hace público el 
fragmento del proyecto correspondiente al estudio de los temas de constitucionalidad 
respectivo.” 

 

 

(…) 

 

(28) CUARTO. Estudio de constitucionalidad. Conforme a lo 

hasta ahora expresado, esta Primera Sala llega a la conclusión de que 

la materia de análisis en el presente asunto se centra, de manera 

destacada, en el estudio de la constitucionalidad del artículo 35, fracción 

IV, de la Ley Federal de Competencia Económica, reformada mediante 

Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación del veintiocho de 

junio de dos mil seis que, a juicio de los recurrentes, contraviene el 

principio de seguridad jurídica al no especificar de manera contundente 
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que la multa en él prevista debe imponerse a cada agente económico 

competidor entre sí. 

(29) Para dar solución a este planteamiento, es necesario 

mencionar, por principio de cuentas, que esta Primera Sala se ha 

pronunciado en el sentido de que el principio de legalidad previsto en el 

artículo 14 de la Ley Fundamental exige que las infracciones y las 

sanciones estén previstas en una ley en sentido formal y material, 

aunado a que sus elementos deben estar definidos de manera clara y 

precisa para permitir su actualización previsible y controlable por las 

partes, tal como se desprende del criterio que se cita a continuación: 

PROPIEDAD INDUSTRIAL. EL ARTÍCULO 151, FRACCIÓN I, DE 
LA LEY RELATIVA, NO VIOLA LOS PRINCIPIOS DE 
LEGALIDAD Y SEGURIDAD JURÍDICA. La norma referida 
establece que el registro de una marca será nulo cuando se haya 
otorgado en contravención de las disposiciones de la Ley de la 
Propiedad Industrial o la que hubiese estado vigente en la época 
de su registro. Por su parte, si bien los principios de legalidad y 
taxatividad previstos en el artículo 14 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos exigen que las 
infracciones y las sanciones deben estar previstas en una ley 
en sentido formal y material; aunado a que sus elementos 
deben estar definidos de manera clara y precisa para permitir 
su actualización previsible y controlable por las partes, lo cierto 
es que dicha norma no puede considerarse inconstitucional, al 
permitir a la autoridad determinar si existe una infracción a partir de 
distintos ordenamientos, pues en materia administrativa, es 
permisible una modulación de los referidos principios, en atención 
a que el Estado, al verificar el cumplimiento de los requisitos para 
otorgar un registro marcario, actúa en ejercicio de su facultad 
constitucional de planificación de actividades económicas, sociales 
y culturales para la realización de ciertos fines; de ahí que los 
principios de legalidad y taxatividad están llamados a tener propios 
puntos de óptima exigencia de acuerdo con este contexto, por lo 
que es admisible que se establezca como conducta el 
incumplimiento de obligaciones previstas en otras partes de la ley 
o en reglamentos derivados de esas leyes u otras normas 
administrativas, siempre que exista la relación racional con ésta y 
pueda predicarse de su contenido una certeza suficiente. Así, el 
legislador no puede advertir en una sola norma todas aquellas 
cuestiones técnicas, científicas y tecnológicas que llevarían a 
declarar la nulidad de un registro marcario, por lo que es factible 
que contemple una norma abierta, al señalar que la nulidad puede 
generarse por la contravención a las disposiciones vigentes de la 
Ley de la Propiedad Industrial, pues con ello se permite un margen 
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de discrecionalidad a la autoridad para lograr una 
efectiva protección de los bienes que están en juego; 
ello, siempre y cuando el ejercicio de dichas facultades 
cumpla con el resto de las disposiciones que garantizan 

la seguridad jurídica, como la debida fundamentación y motivación, 
así como la competencia de la autoridad.1 

(30) Por otro lado, este Alto Tribunal ha definido que el principio 

de reserva de ley, junto con el de tipicidad, integran el núcleo duro del 

principio de legalidad en materia de sanciones, y se manifiesta como 

una exigencia de predeterminación normativa clara y precisa de las 

conductas ilícitas y las sanciones correspondientes, que deben poder 

preverse con suficiente grado de seguridad, tal como quedó establecido 

en la jurisprudencia que se transcribe a continuación: 

TIPICIDAD. EL PRINCIPIO RELATIVO, NORMALMENTE 
REFERIDO A LA MATERIA PENAL, ES APLICABLE A LAS 
INFRACCIONES Y SANCIONES ADMINISTRATIVAS. El 
principio de tipicidad, que junto con el de reserva de ley 
integran el núcleo duro del principio de legalidad en materia 
de sanciones, se manifiesta como una exigencia de 
predeterminación normativa clara y precisa de las conductas 
ilícitas y de las sanciones correspondientes. En otras 
palabras, dicho principio se cumple cuando consta en la 
norma una predeterminación inteligible de la infracción y de la 
sanción; supone en todo caso la presencia de una lex certa 
que permita predecir con suficiente grado de seguridad las 
conductas infractoras y las sanciones. En este orden de ideas, 
debe afirmarse que la descripción legislativa de las conductas 
ilícitas debe gozar de tal claridad y univocidad que el juzgador 
pueda conocer su alcance y significado al realizar el proceso 
mental de adecuación típica, sin necesidad de recurrir a 
complementaciones legales que superen la interpretación y que lo 
llevarían al terreno de la creación legal para suplir las imprecisiones 
de la norma. Ahora bien, toda vez que el derecho administrativo 
sancionador y el derecho penal son manifestaciones de la potestad 
punitiva del Estado y dada la unidad de ésta, en la interpretación 
constitucional de los principios del derecho administrativo 
sancionador debe acudirse al aducido principio de tipicidad, 
normalmente referido a la materia penal, haciéndolo extensivo a las 
infracciones y sanciones administrativas, de modo tal que si cierta 
disposición administrativa establece una sanción por alguna 
infracción, la conducta realizada por el afectado debe encuadrar 

                                                           
1 Tesis CCXLVIII/2016, Aislada, Primera Sala, Décima Época, Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Libro 36, noviembre de 2016, Tomo II, página 
906, registro número 2012975 
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exactamente en la hipótesis normativa previamente establecida, 
sin que sea lícito ampliar ésta por analogía o por mayoría de razón.2 

(31) Además, esta Primera Sala ha sostenido, igualmente, que 

una sanción o afectación cuya imposición corresponde a una autoridad 

administrativa respeta los principios de legalidad y seguridad jurídica 

cuando el legislador acota de tal manera la actuación de aquella, que 

aunque le dé un margen que le permita valorar las circunstancias en 

que aconteció la respectiva infracción o conducta antijurídica, el 

gobernado pueda conocer las consecuencias de su actuar, e implique 

que la determinación adoptada por la referida autoridad se encuentre 

debidamente fundada y motivada, a fin de que tal decisión se justifique 

por las circunstancias en las que se suscitó el hecho. 

(32) Por tanto, se ha dicho que para la evaluación de la 

constitucionalidad de los preceptos que establecen sanciones 

administrativas, debe analizarse la ley de forma sistemática o armónica, 

de manera que no se haga un estudio aislado de algún precepto legal, 

pues la definición de los elementos que sirvan para acotar la conducta 

de la autoridad puede desprenderse de varios de sus preceptos. 

(33) Las consideraciones anteriores se desprenden de la 

siguiente jurisprudencia: 

SANCIONES ADMINISTRATIVAS. LAS NORMAS QUE LAS 
ESTABLECEN NO VULNERAN LOS PRINCIPIOS DE 
LEGALIDAD Y SEGURIDAD JURÍDICA, CUANDO EN 
DISTINTOS PRECEPTOS LEGALES SE ENCUENTREN 
DEFINIDOS. La norma que prevé una sanción o afectación cuya 
imposición corresponde a una autoridad administrativa, respeta los 
principios de legalidad y seguridad jurídica cuando el legislador 
acota de tal manera la actuación de aquélla, que aunque le dé un 
margen que le permita valorar las circunstancias en que aconteció 
la respectiva infracción o conducta antijurídica, el gobernado pueda 
conocer las consecuencias de su actuar e implique que la 
determinación adoptada por la autoridad, dentro del marco 

                                                           
2 Tesis 100/2006, Jurisprudencia, Pleno, Novena Época, Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Tomo XXIV, agosto de 2006, pág. 1667, registro número 
174326 
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legislativamente permitido, se encuentre debidamente 
fundada y motivada, a fin de que la decisión tomada se 
justifique por las circunstancias en las que se suscitó el 
hecho. Por tanto, para la evaluación sobre la 

constitucionalidad o inconstitucionalidad de los preceptos que 
establecen las sanciones administrativas, debe analizarse la ley en 
forma sistemática y armónica, de manera que dicha evaluación no 
puede realizarse mediante un análisis aislado de los preceptos 
legales, ya que puede contener, en otros de sus artículos, la 
definición de elementos que sirvan para acotar la conducta de la 
autoridad.3 

(34) Vinculado con todo lo anterior, esta Primera Sala ha 

considerado que, atento al principio de legalidad, el legislador debe 

definir de forma clara y precisa los elementos normativos que regularán 

las infracciones y sanciones para permitir una actualización de las 

hipótesis previsible y controlable por las partes. 

(35) Además, que para determinar el alcance de su aplicación, 

debe considerarse que el fin del principio de legalidad es doble ya que, 

por un lado, debe garantizarse la seguridad jurídica de las personas en 

dos dimensiones (permitir la previsibilidad de las consecuencias de los 

actos propios y proscribir la arbitrariedad de la autoridad para sancionar 

a las personas) y, por otro, preservar el proceso legislativo como sede 

de creación de los marcos regulatorios generales y, por ende, de la 

política punitiva administrativa. 

(36) Al respecto, precisó también que ninguna de las condiciones 

antes referidas cancela la posibilidad de que la autoridad administrativa 

desarrolle ciertas facultades de apreciación al ejercer sus potestades, 

siempre que el proceso democrático haga explícita esa posibilidad y 

preserve su control mediante lineamientos que la autoridad debe 

cumplir en los actos de aplicación.  

                                                           
3 Tesis 126/2004, Jurisprudencia, Primera Sala, Novena Época, Semanario Judicial 
de la Federación y su Gaceta, Tomo XXI, enero de 2005, página 377, registro 
número 179453 
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(37) Las consideraciones anteriores pueden corroborarse en el 

criterio que se transcribe a continuación: 

DERECHO ADMINISTRATIVO SANCIONADOR. EVOLUCIÓN 
DEL PRINCIPIO DE LEGALIDAD A LA LUZ DE SUS FINES. El 
derecho administrativo sancionador participa de la naturaleza del 
derecho punitivo, por lo que cobra aplicación el principio de 
legalidad contenido en el artículo 14 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, que exige que las infracciones y las 
sanciones deben estar plasmadas en una ley, tanto en sentido 
formal como material, lo que implica que sólo esa fuente 
democrática es apta para la producción jurídica de ese tipo de 
normas. De ahí que el legislador deba definir los elementos 
normativos de forma clara y precisa para permitir una actualización 
de las hipótesis previsible y controlable por las partes. Ahora bien, 
para determinar el alcance de su aplicación, hay que considerar 
que el fin del principio es doble, ya que, en primer lugar, debe 
garantizarse la seguridad jurídica de las personas en dos 
dimensiones: i) para permitir la previsibilidad de las consecuencias 
de los actos propios y, por tanto, la planeación de la vida cotidiana; 
y, ii) para proscribir la arbitrariedad de la autoridad para sancionar 
a las personas; y, en segundo lugar, preservar al proceso legislativo 
como sede de creación de los marcos regulatorios generales y, por 
ende, de la política punitiva administrativa. Ahora bien, esta 
Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación adoptó 
un entendimiento evolutivo concluyendo que ninguna de las dos 
finalidades cancela la posibilidad de que la autoridad administrativa 
desarrolle ciertas facultades de apreciación al ejercer sus 
potestades de creación normativa en este ámbito, cuyo alcance se 
determina de acuerdo con las necesidades de la función regulatoria 
del Estado en cada época. Así, lo relevante desde la perspectiva 
de la seguridad jurídica, es adoptar un parámetro de control 
material y cualitativo que busque constatar que la conducta 
infractora, como está regulada, ofrece una predeterminación 
inteligible; desde el principio democrático de reserva de ley, se 
reconoce la posibilidad del legislador de prever formas de 
participación de órganos administrativos o del Ejecutivo para 
desarrollar una regulación especializada y técnica sobre temas 
constitucionalmente relevantes, siempre que el proceso 
democrático haga explícita esa voluntad de delegación y preserve 
su control mediante la generación de lineamientos de política 
legislativa que la autoridad administrativa debe cumplir, tanto en la 
emisión de normas, como en los actos de aplicación, lo que permite 
el reconocimiento de un ámbito de proyección de espacios 
regulatorios adaptables a cada época.4 

                                                           
4 Tesis CCCXV/2014, Aislada, Primera Sala, Décima Época, Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Libro 10, septiembre de 2014, Tomo I, página 573, registro 
número 2007407 
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(38) Lo previamente apuntado coincide, en lo 

sustancial, con lo sostenido por la Segunda Sala de 

este Alto Tribunal, en el sentido de que los principios de legalidad y 

seguridad jurídica se entienden respetados cuando las normas que 

facultan a las autoridades para proceder en una forma específica, 

encauzan su actuación a fin de que, por un lado, el gobernado conozca 

cuál será la consecuencia jurídica de los actos que realice, y por otro, 

que la autoridad se conduzca conforme a ciertos límites, de forma que 

la posible afectación a la esfera jurídica de los gobernados no resulte 

caprichosa o arbitraria, lo que se desprende del criterio que se cita a 

continuación: 

DERECHOS FUNDAMENTALES DE LEGALIDAD Y SEGURIDAD 
JURÍDICA. SU CONTRAVENCIÓN NO PUEDE DERIVAR DE LA 
DISTINTA REGULACIÓN DE DOS SUPUESTOS JURÍDICOS 
ESENCIALMENTE DIFERENTES. La Suprema Corte de Justicia ha 
determinado que los derechos fundamentales de legalidad y seguridad 
jurídica tutelados por los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, se respetan por el legislador cuando las 
normas que facultan a las autoridades para actuar en determinado 
sentido, encauzan el ámbito de esa actuación a fin de que, por un lado, 
el gobernado conozca cuál será la consecuencia jurídica de los actos 
que realice, y por otro, que el actuar de la respectiva autoridad se 
encuentre limitado y acotado, de tal manera que la posible afectación a 
la esfera jurídica de los gobernados no resulte caprichosa o arbitraria. 
Por tanto, tratándose de normas generales, la contravención a los 
precitados derechos no puede derivar de la distinta regulación de dos 
supuestos jurídicos esencialmente diferentes, sino en todo caso, de la 
ausente o deficiente regulación del supuesto normativo que es materia 
de impugnación.5 

(39) Precisado lo anterior, ahora debe destacarse que la Ley 

Federal de Competencia Económica que debe ser analizada en este 

asunto6, era reglamentaria del artículo 28 de la Ley Fundamental en 

materia de competencia, monopolios y libre concurrencia en todas las 

                                                           
5 Tesis 106/2017, Jurisprudencia, Segunda Sala, Décima Época, Semanario Judicial 
de la Federación y su Gaceta, Tomo II, libro 45, agosto de 2017, página 793, registro 
número 2014864 
6 Según se ha dicho, la publicada el veintiocho de junio de dos mil seis en el Diario 
Oficial de la Federación 
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áreas de la actividad económica7 y tenía por objeto8 proteger el proceso 

de competencia y libre concurrencia mediante la prevención y 

eliminación de monopolios, prácticas monopólicas y demás 

restricciones al funcionamiento eficiente de los mercados de bienes y 

servicios. 

(40) Por otra parte, la normativa en cita establecía quiénes 

estaban sujetos a lo dispuesto en ella, a saber, todos los agentes 

económicos, con independencia de que fueran personas físicas o 

morales, con o sin fines de lucro, dependencias y entidades de la 

administración pública federal, estatal o municipal, asociaciones, 

cámaras empresariales, agrupaciones de profesionistas, fideicomisos, 

o cualquier otra forma de participación en la actividad económica, y 

precisaba que serían responsables solidarios los agentes que hubieran 

adoptado la decisión y el directamente involucrado en la conducta 

prohibida9. 

(41) Además, disponía que estaban prohibidos los monopolios, 

estancos y prácticas que disminuyeran, dañaran o impidieran la 

competencia y libre concurrencia en la producción, procesamiento, 

                                                           
7 Artículo 1. La presente ley es reglamentaria del artículo 28 constitucional en 
materia de competencia económica, monopolios y libre concurrencia, es de 
observancia general en toda la República y aplicable a todas las áreas de la 
actividad económica. 
8 Artículo 2. Esta Ley tiene por objeto proteger el proceso de competencia y libre 
concurrencia, mediante la prevención y eliminación de monopolios, prácticas 
monopólicas y demás restricciones al funcionamiento eficiente de los mercados de 
bienes y servicios. 
Para efectos de esta Ley, se entenderá por Secretaría, la Secretaría de Economía, 
y por Comisión, la Comisión Federal de Competencia. 
9 Artículo 3. Están sujetos a lo dispuesto por esta Ley todos los agentes 
económicos, sea que se trate de personas físicas o morales, con o sin fines de lucro, 
dependencias y entidades de la administración pública federal, estatal o municipal, 
asociaciones, cámaras empresariales, agrupaciones de profesionistas, 
fideicomisos, o cualquier otra forma de participación en la actividad económica. 
Serán responsables solidarios los agentes económicos que hayan adoptado la 
decisión y el directamente involucrado en la conducta prohibida por esta Ley. 
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distribución y comercialización de bienes y servicios10, 

y enlistaba las prácticas monopólicas absolutas11 y 

relativas12. 

                                                           
10 Artículo 8. Quedan prohibidos los monopolios y estancos, así como las prácticas 
que, en los términos de esta ley, disminuyan, dañen o impidan la competencia y la 
libre concurrencia en la producción, procesamiento, distribución y comercialización 
de bienes o servicios. 
11 Artículo 9. Son prácticas monopólicas absolutas los contratos, convenios, 
arreglos o combinaciones entre agentes económicos competidores entre sí, cuyo 
objeto o efecto sea cualquiera de los siguientes: 
I. Fijar, elevar, concertar o manipular el precio de venta o compra de bienes o 
servicios al que son ofrecidos o demandados en los mercados, o intercambiar 
información con el mismo objeto o efecto; 
II. Establecer la obligación de no producir, procesar, distribuir, comercializar o 
adquirir sino solamente una cantidad restringida o limitada de bienes o la prestación 
o transacción de un número, volumen o frecuencia restringidos o limitados de 
servicios; 
III. Dividir, distribuir, asignar o imponer porciones o segmentos de un mercado actual 
o potencial de bienes y servicios, mediante clientela, proveedores, tiempos o 
espacios determinados o determinables; o 
IV. Establecer, concertar o coordinar posturas o la abstención en las licitaciones, 
concursos, subastas o almonedas públicas. 
Los actos a que se refiere este artículo no producirán efectos jurídicos y los agentes 
económicos que incurran en ellos se harán acreedores a las sanciones establecidas 
en esta ley, sin perjuicio de la responsabilidad penal que pudiere resultar. 
12 Artículo 10. Sujeto a que se comprueben los supuestos a que se refieren los 
artículos 11, 12 y 13 de esta Ley, se consideran prácticas monopólicas relativas los 
actos, contratos, convenios, procedimientos o combinaciones cuyo objeto o efecto 
sea o pueda ser desplazar indebidamente a otros agentes del mercado; impedirles 
sustancialmente su acceso o establecer ventajas exclusivas en favor de una o varias 
personas, en los siguientes casos: 
I. Entre agentes económicos que no sean competidores entre sí, la fijación, 
imposición o establecimiento de la comercialización o distribución exclusiva de 
bienes o servicios, por razón de sujeto, situación geográfica o por períodos 
determinados, incluidas la división, distribución o asignación de clientes o 
proveedores; así como la imposición de la obligación de no fabricar o distribuir 
bienes o prestar servicios por un tiempo determinado o determinable; 
II. La imposición del precio o demás condiciones que un distribuidor o proveedor 
deba observar al comercializar o distribuir bienes o prestar servicios; 
III. La venta o transacción condicionada a comprar, adquirir, vender o proporcionar 
otro bien o servicio adicional, normalmente distinto o distinguible, o sobre bases de 
reciprocidad; 
IV. La venta, compra o transacción sujeta a la condición de no usar, adquirir, vender, 
comercializar o proporcionar los bienes o servicios producidos, procesados, 
distribuidos o comercializados por un tercero; 
V. La acción unilateral consistente en rehusarse a vender, comercializar o 
proporcionar a personas determinadas bienes o servicios disponibles y 
normalmente ofrecidos a terceros; 
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(42) También preveía que la Comisión Federal de Competencia 

Económica era el órgano encargado de prevenir, investigar y combatir 

                                                           

VI. La concertación entre varios agentes económicos o la invitación a éstos, para 
ejercer presión contra algún agente económico o para rehusarse a vender, 
comercializar o adquirir bienes o servicios a dicho agente económico, con el 
propósito de disuadirlo de una determinada conducta, aplicar represalias u obligarlo 
a actuar en un sentido determinado; 
VII. La venta sistemática de bienes o servicios a precios por debajo de su costo 
medio total o su venta ocasional por debajo del costo medio variable, cuando existan 
elementos para presumir que estas pérdidas serán recuperadas mediante 
incrementos futuros de precios, en los términos del Reglamento de esta Ley. 
Cuando se trate de bienes o servicios producidos conjuntamente o divisibles para 
su comercialización, el costo medio total y el costo medio variable se distribuirán 
entre todos los subproductos o coproductos, en los términos del reglamento de esta 
Ley; 
VIII. El otorgamiento de descuentos o incentivos por parte de productores o 
proveedores a los compradores con el requisito de no usar, adquirir, vender, 
comercializar o proporcionar los bienes o servicios producidos, procesados, 
distribuidos o comercializados por un tercero, o la compra o transacción sujeta al 
requisito de no vender, comercializar o proporcionar a un tercero los bienes o 
servicios objeto de la venta o transacción; 
IX. El uso de las ganancias que un agente económico obtenga de la venta, 
comercialización o prestación de un bien o servicio para financiar las pérdidas con 
motivo de la venta, comercialización o prestación de otro bien o servicio; 
X. El establecimiento de distintos precios o condiciones de venta o compra para 
diferentes compradores o vendedores situados en igualdad de condiciones, y 
XI. La acción de uno o varios agentes económicos cuyo objeto o efecto, directo o 
indirecto, sea incrementar los costos u obstaculizar el proceso productivo o reducir 
la demanda que enfrentan sus competidores. 
Para determinar si las prácticas a que se refiere este artículo deben ser sancionadas 
en términos de esta Ley, la Comisión analizará las ganancias en eficiencia derivadas 
de la conducta que acrediten los agentes económicos y que incidan favorablemente 
en el proceso de competencia y libre concurrencia. Estas ganancias en eficiencia 
podrán incluir las siguientes: la introducción de productos nuevos; el 
aprovechamiento de saldos, productos defectuosos o perecederos; las reducciones 
de costos derivadas de la creación de nuevas técnicas y métodos de producción, 
de la integración de activos, de los incrementos en la escala de la producción y de 
la producción de bienes o servicios diferentes con los mismos factores de 
producción; la introducción de avances tecnológicos que produzcan bienes o 
servicios nuevos o mejorados; la combinación de activos productivos o inversiones 
y su recuperación que mejoren la calidad o amplíen los atributos de los bienes y 
servicios; las mejoras en calidad, inversiones y su recuperación, oportunidad y 
servicio que impacten favorablemente en la cadena de distribución; que no causen 
un aumento significativo en precios, o una reducción significativa en las opciones 
del consumidor, o una inhibición importante en el grado de innovación en el mercado 
relevante; así como las demás que demuestren que las aportaciones netas al 
bienestar del consumidor derivadas de dichas prácticas superan sus efectos 
anticompetitivos. 
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los monopolios y las prácticas monopólicas13 y, 

consecuentemente, podía llevar a cabo las 

investigaciones correspondientes, realizar visitas de verificación y 

requerimientos, resolver los casos de su competencia y sancionar 

administrativamente las infracciones a la ley, entre otras atribuciones 

que tenía encomendadas14. 

(43) Vinculado con lo anterior, establecía que concluida la 

investigación, si existían elementos suficientes para determinar la 

probable responsabilidad del agente económico, se iniciaría un 

procedimiento administrativo15 que, de ser el caso, podía derivar en la 

                                                           
13 Artículo 23. La Comisión Federal de Competencia es un órgano administrativo 
desconcentrado de la Secretaría de Economía, contará con autonomía técnica y 
operativa y tendrá a su cargo prevenir, investigar y combatir los monopolios, las 
prácticas monopólicas y las concentraciones, en los términos de esta Ley, y gozará 
de autonomía para dictar sus resoluciones 
14 Artículo 24. La Comisión tendrá las siguientes atribuciones: 
I. Investigar la existencia de monopolios, prácticas monopólicas, estancos o 
concentraciones contrarias a esta Ley para lo cual podrá requerir a los particulares 
y agentes económicos la información o documentos que estime relevantes y 
pertinentes; 
II. Solicitar a la autoridad judicial competente la autorización para realizar visitas de 
verificación y requerir la exhibición de papeles, libros, documentos, archivos e 
información generada por medios electrónicos, ópticos o de cualquier otra 
tecnología, a fin de comprobar el cumplimiento de esta Ley y de las demás 
disposiciones aplicables; 
(…) 
IV. Resolver los casos de su competencia, sancionar administrativamente la 
violación de esta Ley y, en su caso, denunciar ante el Ministerio Público las 
probables conductas delictivas en materia de competencia y libre concurrencia de 
que tenga conocimiento; 
(…) 
15 Artículo 33. Concluida la investigación correspondiente y si existen elementos 
para determinar la probable responsabilidad del agente económico investigado, la 
Comisión iniciará y tramitará un procedimiento administrativo conforme a lo 
siguiente: 
I. Emitirá un oficio de probable responsabilidad que contendrá: 
a) El nombre del probable responsable; 
b) Los hechos materia de la práctica monopólica o concentración prohibida que se 
le imputen; 
c) Las disposiciones legales que se estimen violadas, y 
d) Las pruebas y los demás elementos de convicción de los que se derive la 
probable responsabilidad. 
II. La Comisión emplazará con el oficio a que se refiere la fracción anterior al 
probable responsable, el que contará con un plazo de treinta días para manifestar 
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imposición de alguna de las sanciones previstas en la propia ley en 

comento, entre las que se encontraba la prevista en la porción normativa 

combatida en el caso, consistente en imponer una multa hasta por el 

equivalente a un millón quinientas mil veces el salario mínimo general 

vigente en el entonces Distrito Federal16. 

(44) Finalmente, en lo que ahora interesa, la ley de referencia 

también señalaba que al momento de imponer la multa la autoridad 

debía tomar en consideración distintos elementos como la gravedad de 

la infracción, el daño causado, los indicios de intencionalidad, la 

participación del infractor en los mercados, el tamaño del mercado 

                                                           

lo que a su derecho convenga, adjuntar los medios de prueba documentales que 
obren en su poder y ofrecer las pruebas que ameriten algún desahogo. 
El emplazado deberá referirse a cada uno de los hechos expresados en el oficio de 
probable responsabilidad. Los hechos respecto de los cuales no haga manifestación 
alguna se tendrán por ciertos, salvo prueba en contrario. Lo mismo ocurrirá si no 
presenta su contestación dentro del plazo señalado en el párrafo anterior; 
III. Transcurrido el término que establece la fracción anterior, se acordará, en su 
caso, el desechamiento o la admisión de pruebas y se fijará el lugar, día y hora para 
su desahogo. El desahogo de las pruebas se realizará dentro de un plazo no mayor 
de veinte días, contado a partir de su admisión. 
Son admisibles todos los medios de prueba. Se desecharán aquéllos que no sean 
ofrecidos conforme a derecho, no tengan relación con los hechos materia del 
procedimiento o sean ociosos; 
IV. Una vez desahogadas las pruebas y dentro de los diez días siguientes, la 
Comisión podrá allegarse y ordenar el desahogo de pruebas para mejor proveer o 
citar para alegatos, en los términos de la siguiente fracción; 
V. Una vez desahogadas las pruebas para mejor proveer que la Comisión hubiese 
determinado allegarse, fijará un plazo no mayor a diez días para que se formulen 
por escrito los alegatos que correspondan, y 
VI. El expediente se entenderá integrado a la fecha de presentación de los alegatos 
o al vencimiento del plazo referido en la fracción anterior. Una vez integrado el 
expediente, la Comisión dictará resolución en un plazo que no excederá de cuarenta 
días. 
El Reglamento de esta Ley establecerá los términos y condiciones para el 
ofrecimiento, la admisión y el desahogo de los medios de prueba. 
En lo no previsto, se estará a lo dispuesto en el Reglamento de esta Ley. 
16 Artículo 35. La Comisión podrá aplicar las siguientes sanciones: 
(…) 
IV. Multa hasta por el equivalente a un millón quinientas mil veces el salario mínimo 
general vigente para el Distrito Federal, por haber incurrido en alguna práctica 
monopólica absoluta; 
(…) 
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afectado, la duración de la práctica o concentración, la 

reincidencia o antecedentes del infractor, y su 

capacidad económica17. 

(45) Pues bien, en el contexto normativo recién referido, es posible 

concluir que, contrariamente a lo argumentado por la parte recurrente, 

el artículo 35, fracción IV, de la normatividad que se analiza no 

transgrede el principio de seguridad jurídica pues, con independencia 

de que no precisara expresamente que la sanción referida podía 

imponerse a cada agente económico competidor entre sí, la lectura 

sistemática de la ley permite advertir con certeza quiénes podían ser 

sujetos de dicha medida correctiva. 

(46) En efecto, con base en los razonamientos antes 

desarrollados, es posible concluir que la ley que se analiza determinaba 

de manera clara y precisa los sujetos obligados por la norma; las 

conductas en que podían incurrir y eran consideradas prácticas 

monopólicas absolutas; la autoridad competente para investigarla y 

sancionarlas; las medidas que podían imponerse frente a la comisión 

de las conductas irregulares, y los elementos que debían tomarse en 

cuenta para individualizarlas. 

(47) Así, en lo que al caso interesa, era innecesario que el 

precepto controvertido incluyera la precisión aludida por la parte 

recurrente, pues con las previsiones contenidas en la ley en cita era 

posible determinar quiénes serían sujetos de la multa indicada, a saber, 

aquellos agentes económicos, entendidos en términos del artículo 3, 

que hubieran incurrido en alguna práctica monopólica, considerada así 

                                                           
17 Artículo 36. La Comisión, en la imposición de multas, deberá considerar la 
gravedad de la infracción, el daño causado, los indicios de intencionalidad, la 
participación del infractor en los mercados; el tamaño del mercado afectado; la 
duración de la práctica o concentración y la reincidencia o antecedentes del 
infractor, así como su capacidad económica. 
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conforme a lo dispuesto en el diverso artículo 9, ambos de la Ley 

Federal de Competencia Económica que se analiza en este caso.    

(48) De esta forma, es válido concluir que, en oposición a lo 

sostenido en los agravios en estudio, la normativa en análisis otorga a 

los gobernados un grado suficiente de certeza y predictibilidad en torno 

a que cuando un sujeto obligado por la norma se coloca en algún 

supuesto considerado irregular, se le podrá imponer la medida 

correctivas tildada de inconstitucionalidad por los aquí recurrentes. 

(49) Esto, máxime que la determinación de a qué agente o 

agentes económicos específicos deberá imponerse la sanción 

combatida es un aspecto que, en todo caso, será determinado por la 

autoridad competente después de realizar la investigación y estudio 

correspondientes, y contar con los elementos necesarios para arribar a 

la conclusión a que haya lugar. 

(50) Por tanto, desde la dimensión analizada, lo conducente es 

desestimar las alegaciones de quienes intentan el presente recurso y, 

consecuentemente, declarar la constitucionalidad del artículo 35, 

fracción IV, de la Ley Federal  de Competencia Económica publicada en 

el Diario Oficial de la Federación el veintiocho de junio de dos mil seis. 

(…)  

“En términos de lo previsto en los artículos 113 y 116 de la Ley General de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública, y 110 y 113 de la Ley Federal 
de Transparencia y Acceso a la Información Pública; así como en el Acuerdo 
General 11/2017, del Peno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
publicado el dieciocho de septiembre de dos mi diecisiete en el Diario Oficial de 
la Federación, en esta versión pública se suprime la información considerada 
legalmente como reservada o confidencial que encuadra en esos supuestos 
normativos.” 
 


